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SECRETARIAL: A Despacho de la señora Juez el presente proceso que fue 

allegado por el Juzgado Noveno de Familia de Oralidad, por declararse impedida 

para conocer del presente proceso, conforme lo dispone el artículo 140 y s.s. del 

C.G.P. Sírvase Proveer. 

 

Cali, abril 13 de 2021 

 

La Secretaría  

 

 

NALYIBE LIZETH RODRIGUEZ SUA 

 

        

JUZGADO DECIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD 

Santiago de Cali, Trece (13) de abril del dos mil veintiuno (2021) 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 484 

 

OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO  

 

Correspondió por reparto el proceso de interdicción judicial del señor Leonardo de 

Jesús Duque Ortiz, incoado por la señora Lina Patricia Duque Cardona, el cual se 

encuentra con sentencia de declaración de interdicción. 

 

Sin embargo, la Juez Novena de Familia de Oralidad de Cali, se declaró impedida 

para conocer del presente asunto conforme lo dispone el artículo 140 y ss del 

C.G.P.1 

 

Seguidamente, la señora Lina Patricia Duque Cardona allego la rendición de 

cuentas de la administración como curadora del señor Duque Ortiz.   

 

CONSIDERACIONES 

                                                      
1 Artículo 141 numeral 9. Existir enemistad grave o amistad íntima entre el juez y alguna de las partes, su representante o 
apoderado. 
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Desde agosto del 2019, en Colombia la interdicción judicial no existe más y, con la 

Ley 1996 del mismo año, se crearon mecanismos para que las personas con 

discapacidad puedan tomar decisiones con apoyos. Tomar decisiones con apoyos 

exige entender que la persona es autónoma para manifestar su voluntad y sus 

deseos, que puede hacerlo de múltiples maneras y, que, para hacerlo, puede 

acceder a distintos tipos de apoyos. 

 

La mencionada ley les permite a las personas con discapacidad ejercer sus 

derechos como el resto de los colombianos, regla la posibilidad de que existan 

apoyos para que sus decisiones, si ellas así lo deciden, estén acompañadas y 

protegidas, y confirma el derecho humano a la capacidad jurídica. 

 

La capacidad legal se refiere a la aptitud de una persona para ser titular de 

derechos y obligaciones; de ejercer o exigir los primeros y contraer los segundos 

en forma personal y comparecer a juicio. Misma que permite crear, modificar o 

extinguir relaciones jurídicas de forma voluntaria y autónoma.  

  

Sin embargo, la guardiana Constitucional en sentencia Sentencia T-525 de 2019, 

Magistrada Ponente, doctora Gloria Stella Ortiz Delgado, refirió frente a la 

capacidad jurídica de las personas con discapacidad mental lo siguiente: 

 

20. Como se anotó en el capítulo anterior, el artículo 13 de la Constitución establece el 
derecho a la igualdad como fundamental. Este tiene una faceta formal y otra material. 
La primera se refiere a la obligación de tratar a todos los individuos con la misma 
consideración y reconocimiento. De esta manera, el Estado tiene el deber de 
abstenerse de concebir normas, políticas, programas o medidas que conduzcan a 
agravar o perpetuar la situación de exclusión, marginación o discriminación de grupos 
tradicionalmente desventajados en la sociedad. 
  
Por otra parte, la igualdad en sentido material apunta a superar las desigualdades que 
afrontan las personas que se encuentran en situación de debilidad manifiesta, o 
ciertos grupos tradicionalmente discriminados. Para lograr esta finalidad, el Estado 
tiene la obligación de adoptar acciones afirmativas dirigidas a favorecer a 
determinadas personas o grupos, ya sea con el fin de eliminar o reducir las 
desigualdades que los afectan, o de lograr que tengan una mayor representación y 
estén en condiciones de igualdad en dignidad y derechos. 
  
En particular, el Estado tiene el deber de desarrollar acciones afirmativas en relación 
con las personas en situación de discapacidad, con el fin de eliminar las barreras 

https://91cdbfab-4a55-4523-8a0e-9476da0e3de6.filesusr.com/ugd/e0e620_608b7056e8cc471f8cd58576cca93a41.pdf
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sociales, lograr su integración y hacer posible su participación en las distintas 
actividades que se desarrollan en la sociedad. 
  
21. Por otro lado, el artículo 12 de la mencionada Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad dispone que “los Estados Partes reafirman que las 
personas con discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su 
personalidad jurídica”. También establece que la capacidad jurídica será ejercida por 
estas personas en igualdad de condiciones. Finalmente, obliga a los Estados parte a 
adoptar medidas pertinentes para que las personas en situación de discapacidad 
puedan ejercer su capacidad jurídica y les preste el apoyo que puedan necesitar para 
desplegarla. 
  
En ese sentido, el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha 
establecido que, en ejercicio del derecho a la igualdad, deben respetarse sus 
derechos, voluntad y preferencias. De este modo, el Comité ha afirmado: 
  
“[l]a capacidad jurídica incluye la capacidad de ser titular de derechos y la de actuar 
en derecho. La capacidad jurídica de ser titular de derechos concede a la persona la 
protección plena de sus derechos por el ordenamiento jurídico. La capacidad jurídica 
de actuar en derecho reconoce a esa persona como actor facultado para realizar 
transacciones y para crear relaciones jurídicas, modificarlas o ponerles fin.” 
  
Asimismo, ha considerado que la capacidad jurídica es un atributo universal inherente 
a todas las personas en razón de su condición humana. Por lo tanto, las personas en 
situación de discapacidad deben poder ejercerla en igualdad de condiciones. De este 
modo, no existe ninguna circunstancia que permita privar o limitar a una persona del 
reconocimiento de este derecho, ni siquiera en situaciones excepcionales.  
 
Finalmente, este Comité hace hincapié en el papel instrumental y primordial de la 
capacidad para garantizar todo tipo de derechos. Al respecto, afirma que negarle a la 
población en situación de discapacidad el ejercicio de su capacidad jurídica ha 
generado que estas personas: 
  
“se vean privadas de muchos derechos fundamentales, como el derecho de voto, el 
derecho a casarse y fundar una familia, los derechos reproductivos, la patria potestad, 
el derecho a otorgar su consentimiento para las relaciones íntimas y el tratamiento 
médico y el derecho a la libertad.” 
  
En consecuencia, la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad obliga a los Estados parte a proporcionar acceso y apoyo a esta 
población, con el fin de que ejerzan su capacidad jurídica y logren tomar decisiones 
con efectos jurídicos. 
  
22. En desarrollo de este mandato, el 26 de agosto de 2019 el Congreso de la 
República aprobó la Ley 1996, "por medio de la cual se establece el régimen para el 
ejercicio de la capacidad legal de las personas con discapacidad mayores de edad". 
De acuerdo con la exposición de motivos del proyecto en la Cámara de 
Representantes, su objetivo era reconocer el derecho a: 
  
“la capacidad legal de todas las personas con discapacidad mayores de edad, sin 
excepciones, y sin limitaciones, al ejercicio del mismo, con concordancia con el 
mandato del artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad.” 
  
Esto se ve reflejado en su artículo 1º, ya que determina que su objetivo es establecer 
medidas específicas para la garantía del derecho a la capacidad legal plena de las 
personas con discapacidad mayores de edad, y el acceso a los apoyos que puedan 
requerir para ejercerla. 
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23. En consecuencia, el artículo 6º de esta normativa establece lo siguiente: 
  
“ARTÍCULO 6º. PRESUNCIÓN DE CAPACIDAD. Todas las personas con 
discapacidad son sujetos de derecho y obligaciones, y tienen capacidad legal en 
igualdad de condiciones, sin distinción alguna e independientemente de si usan o no 
apoyos para la realización de actos jurídicos. 
En ningún caso la existencia de una discapacidad podrá ser motivo para la restricción 
de la capacidad de ejercicio de una persona. 
La presunción aplicará también para el ejercicio de los derechos laborales de las 
personas con discapacidad, protegiendo su vinculación e inclusión laboral. 
PARÁGRAFO. El reconocimiento de la capacidad legal plena previsto en el presente 
artículo aplicará, para las personas bajo medidas de interdicción o inhabilitación 
anteriores a la promulgación de la presente ley, una vez se hayan surtido los trámites 
señalados en el artículo 56 de la misma.” 
 
Por lo tanto, las normas y las prácticas sociales siempre deben reconocer la 
capacidad legal de todas las personas con discapacidad, de manera que no es posible 
restringir el ejercicio de este derecho mediante ninguna figura jurídica.  
  
24. En concordancia con este mandato, el artículo 8° de la ley 1996 de 2019 establece 
lo siguiente: 
  
“ARTÍCULO 8º. AJUSTES RAZONABLES EN EL EJERCICIO DE LA CAPACIDAD 
LEGAL. Todas las personas con discapacidad, mayores de edad, tienen derecho a 
realizar actos jurídicos de manera independiente y a contar con las modificaciones y 
adaptaciones necesarias para realizar los mismos. La capacidad de realizar actos 
jurídicos de manera independiente se presume. 
La necesidad de ajustes razonables para la comunicación y comprensión de la 
información, no desestima la presunción de la capacidad para realizar actos jurídicos 
de manera independiente.” 
  
De esta forma, las personas con discapacidad tienen derecho a que se lleven a cabo 
los ajustes necesarios para que puedan realizar actos jurídicos sin ningún obstáculo. 
  
25. Ahora bien, es importante señalar que esta ley establece que, si bien no es posible 
impedir a las personas con discapacidad tomar sus propias decisiones, estas pueden 
contar con un sistema de apoyos para formar su juicio. Al respecto el artículo 9° de la 
ley establece: 
  
“ARTÍCULO 9º. MECANISMOS PARA ESTABLECER APOYOS PARA LA 
REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. Todas las personas con discapacidad, 
mayores de edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos de manera independiente y 
a contar con apoyos para la realización de los mismos. 
Los apoyos para la realización de actos jurídicos podrán ser establecidos por medio 
de dos mecanismos: 
1. A través de la celebración de un acuerdo de apoyos entre la persona titular del acto 
jurídico y las personas naturales mayores de edad o personas jurídicas que prestarán 
apoyo en la celebración del mismo; 
2. A través de un proceso de jurisdicción voluntaria o verbal sumario, según sea el 
caso, para la designación de apoyos, denominado proceso de adjudicación judicial de 
apoyos.” 
  
Así las cosas, los diversos mecanismos de apoyo tienen como objetivo que las 
personas con discapacidad y sus apoyos puedan generan un sistema de ayuda “en la 
toma de decisiones que se ajusten a sus necesidades y preserven la autonomía y 
dignidad de las personas con discapacidad, al tiempo que [garanticen] los apoyos 
necesarios para el ejercicio de la capacidad legal.” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019_pr001.html#56


 

 
 

JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CALI -VALLE DEL CAUCA 
 

R.U.N.  7600131100102021-00114-00.  INTERDICCION JUDICIAL 
 

 

 
Carrera 10 No. 12-15 Piso No. 8 Palacio de Justicia PEDRO ELIAS SERRANO ABADIA- Telefax (092) 898 6868 Ext.: 

2101 - 2103- Santiago de Cali, Valle del Cauca 
j10fccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Página 5 de 11 

 

 

  
No obstante, es importante señalar que, de conformidad con el artículo 52 de esta ley, 
las disposiciones  que reglamentan la adjudicación judicial de apoyos contenidas en el 
Capítulo V[83] de la normativa, entrarán en vigencia veinticuatro (24) meses después 
de la promulgación de la presente ley. Por lo tanto, actualmente no se encuentran 
vigentes. 
  
Por otro lado, además de los distintos mecanismos de apoyo, el artículo 21 de la ley 
establece las directivas anticipadas, mediante las cuales una persona mayor de edad 
puede establecer la expresión fidedigna de su voluntad y determinar sus preferencias 
en decisiones relativas a actos jurídicos con antelación a los mismos. De este modo, 
estas decisiones pueden versar sobre asuntos de salud, financieros o personales, 
entre otros hechos encaminados a tener efectos jurídicos. 
  
26. Ahora bien, es necesario resaltar que estos mecanismos de apoyo no tienen 
poderes ilimitados. Con el objetivo de impedir abusos y garantizar la primacía de la 
voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico, el artículo 5º de la ley 
establece un régimen de salvaguardias. Este señala que cualquier medida que 
busque apoyar la voluntad de una persona debe regirse por los siguientes criterios: 
  
“1. Necesidad. Habrá lugar a los apoyos solo en los casos en que la persona titular 
del acto jurídico los solicite o, en los que, aun después de haber agotado todos los 
ajustes razonables disponibles y medidas de apoyo, no sea posible establecer de 
forma inequívoca la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico. 
2. Correspondencia. Los apoyos que se presten para tomar decisiones deben 
corresponder a las circunstancias específicas de cada persona. 
3. Duración. Los apoyos utilizados para celebrar un determinado acto jurídico 
deberán ser instituidos por períodos de tiempo definidos y podrán ser prorrogados 
dependiendo de las necesidades de la persona titular del mismo. Ningún apoyo podrá 
establecerse por períodos superiores a los establecidos en la presente ley. 
4. Imparcialidad. La persona o personas que presten apoyo para la realización de 
actos jurídicos deben, en el ejercicio de sus funciones como apoyo, obrar de manera 
ecuánime en relación con dichos actos. Ello implica, entre otras cosas, que las 
personas que prestan apoyo deben actuar en congruencia con lo establecido en el 
numeral 2 del artículo 4o de la presente ley, respetando siempre la voluntad y 
preferencias de la persona titular del acto jurídico, con independencia de si quien 
presta apoyo considera que debería actuar de otra manera, respetando también el 
derecho a tomar riesgos y cometer errores. Así mismo, las personas que prestan el 
apoyo no podrán influenciar indebidamente la decisión. Se considera que hay 
influencia indebida cuando la calidad de la interacción entre la persona que presta el 
apoyo y la que lo recibe presenta señales de miedo, agresión, amenaza, engaño o 
manipulación.” (Subrayado por fuera del texto original). 
  
En ese sentido, en cualquier mecanismo de apoyo deben concurrir los criterios de 
necesidad, correspondencia, duración e imparcialidad para cumplir satisfactoriamente 
con el régimen de salvaguardias que establece el artículo 5°. De esta manera, los 
conceptos de apoyo para la toma de decisiones y las salvaguardas ponen en el centro 
la voluntad y autonomía de la persona con discapacidad, “superando por completo los 
sistemas que se sostienen a partir del “mejor interés” de la persona con 
discapacidad.”[84] 
  
27. Por último, es necesario resaltar que, de conformidad con los principios de 
autonomía y presunción de capacidad que son transversales a esta ley, su artículo 53 
prohíbe expresamente la interdicción en el ordenamiento jurídico del siguiente modo: 
  
“ARTÍCULO 53. PROHIBICIÓN DE INTERDICCIÓN. Queda prohibido iniciar procesos 
de interdicción o inhabilitación, o solicitar la sentencia de interdicción o inhabilitación 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-525-19.htm#_ftn83
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1996_2019.html#4
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-525-19.htm#_ftn84
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para dar inicio a cualquier trámite público o privado a partir de la promulgación de la 
presente ley.” 
  
Así las cosas, esta legislación quiso adoptar el estándar de capacidad jurídica 
establecido en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, de manera que todas las personas pueden expresar su voluntad y 
preferencias de manera autónoma, por lo que ningún ente público o privado puede 
utilizar la discapacidad de una persona como motivo para suspender el goce de una 
prerrogativa. 
  

Por lo anterior, creó un régimen de transición para las personas que 
actualmente adelantan un proceso de interdicción y para sujetos interdictos. En 
ese sentido, en el artículo 55 determinó que los procesos de interdicción o 
inhabilitación que se hayan iniciado con anterioridad a la promulgación de la 
presente ley deberán ser suspendidos de forma inmediata. Así mismo, en el 
artículo 56 estableció que en un plazo no superior a treinta y seis (36) meses 
contados a partir de la entrada en vigencia del Capítulo V de la presente ley, los 
jueces de familia que hubieran adelantado procesos de interdicción o 
inhabilitación deben citar de oficio a las personas que cuenten con sentencia de 
interdicción o inhabilitación anterior a la promulgación de la ley, al igual que a 
las personas designadas como curadores o consejeros, a que comparezcan 
ante el juzgado para determinar si requieren de la adjudicación judicial de 
apoyos. 
  
28. En conclusión, la Ley 1996 de 2019 estableció: i) que las personas mayores 
de edad en condición de discapacidad gozan de la misma capacidad jurídica que 
las demás; ii) un sistema de asistencia a las personas con diversidad funcional 
que busca reforzar y ejecutar sus decisiones y cumplir su voluntad; iii) un 
sistema de ajustes razonables, apoyos y directivas anticipadas que deben 
cumplir con los criterios de necesidad, correspondencia, duración e 
imparcialidad, de conformidad con el régimen de salvaguardias; iv) eliminó del 
ordenamiento jurídico colombiano la interdicción y todas las demás formas de 
suplantación de la voluntad de las personas con discapacidad; y v) creó un 
régimen de transición para las personas que actualmente adelantan un proceso 
de interdicción y para las personas declaradas interdictas o inhabilitadas. 

 

 

Ahora bien, como el presente proceso corresponde a los expedientes que se 

encuentran con providencia con la otrora ley 1396 de 2009 y conforme el canon 56 

de la Ley 1996 de 2019 dispone que se requerirá a los curadores a fin de evaluar 

si las personas determinadas bajo el fallo, (que para el caso de autos es el señor 

Leonardo de Jesús Duque Ortiz), requieren apoyo para adecuar el trámite a la 

mencionada ley; se procederá a requerir a la señora Lina Patricia Duque Cardona, 

designada como curadora principal y de manera definitiva para que manifieste si el 

señor Leonardo de Jesús Duque Ortiz requiere la adjudicación de apoyo; de ser 

cierto deberán allegar el informe de la valoración en la que deberá consignar como 

mínimo lo siguiente: 
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a) La verificación que permita concluir, cuando sea el caso, que aún 

después de haber agotado todos los ajustes razonables y apoyos 

técnicos disponibles, la persona bajo medida de interdicción o 

inhabilitación se encuentra imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio posible. 

b) Los apoyos que la persona requiere para la comunicación y la toma 

de decisiones en su vida diaria; o en lo relacionado al manejo 

financiero, salud y demás aspectos relevantes, en caso de que la 

persona se encuentre imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio. 

c) Los ajustes que la persona requiera para participar activamente en el 

proceso. 

d) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para 

alcanzar mayor autonomía e independencia en las mismas. 

e) Las personas que han fungido o pueden fungir como apoyo en la 

toma de decisiones de la persona, para cada aspecto relevante de su 

vida. 

f) Un informe sobre el proyecto de vida de la persona. 

g) La aprobación de la valoración de apoyos por parte de la persona 

bajo medida de interdicción o inhabilidad. En aquellos casos en que la 

persona bajo medida de interdicción o inhabilidad se encuentre 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier 

medio posible, le corresponderá al juez aprobar dicha valoración de 

apoyos. 

De igual forma, se requerirá para que los interesados que participaron dentro del 

proceso de interdicción judicial manifiesten si están de acuerdo con la asignación 
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de apoyo del señor Duque Ortiz, y si la señora Lina Patricia Duque Cardona 

continuaría con el cargo de asistirlo para facilitar el ejercicio de su capacidad 

legal. 

 

Para finalizar, se procederá a glosa y poner en conocimiento la rendición de 

cuentas allegado por la señora Duque Cardona.  

 

En mérito de lo antes expuesto, el Juzgado Décimo de Familia de Oralidad del 

Circuito de Cali- Valle del Cauca;  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: ACEPTAR el impedimento declarado por la Juez Novena de Familia 

de Oralidad del Circuito de Cali.  

 

SEGUNDO: AVOCAR el conocimiento de las presentes diligencias, contentivas 

del proceso de interdicción judicial del señor Leonardo de Jesús Duque Ortiz, 

allegado por la homologa Juez Novena de Familia de Oralidad de esta urbe. 

 

SEGUNDO: PONER en conocimiento de los interesados la rendición de cuentas 

allegada por la señora Lina Patricia Duque Cardona. 

 

TERCERO:  REQUERIR a la señora Lina Patricia Duque Cardona para que 

manifieste si el señor Leonardo de Jesús Duque Ortiz requiere la adjudicación de 

apoyo; de ser cierto deberán allegar el informe de la valoración en la que deberá 

consignar como mínimo lo siguiente: 

 

a) La verificación que permita concluir, cuando sea el caso, que aún 

después de haber agotado todos los ajustes razonables y apoyos 

técnicos disponibles, la persona bajo medida de interdicción o 

inhabilitación se encuentra imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio posible. 
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b) Los apoyos que la persona requiere para la comunicación y la toma 

de decisiones en su vida diaria; o en lo relacionado al manejo 

financiero, salud y demás aspectos relevantes, en caso de que la 

persona se encuentre imposibilitada para manifestar su voluntad y 

preferencias por cualquier medio. 

c) Los ajustes que la persona requiera para participar activamente en el 

proceso. 

d) Las sugerencias frente a mecanismos que permitan desarrollar las 

capacidades de la persona en relación con la toma de decisiones para 

alcanzar mayor autonomía e independencia en las mismas. 

e) Las personas que han fungido o pueden fungir como apoyo en la 

toma de decisiones de la persona, para cada aspecto relevante de su 

vida. 

f) Un informe sobre el proyecto de vida de la persona. 

g) La aprobación de la valoración de apoyos por parte de la persona 

bajo medida de interdicción o inhabilidad. En aquellos casos en que la 

persona bajo medida de interdicción o inhabilidad se encuentre 

imposibilitada para manifestar su voluntad y preferencias por cualquier 

medio posible, le corresponderá al juez aprobar dicha valoración de 

apoyos. 

Se le recuerda que de requerir la asignación de apoyo, deberá allegar la 

valoración con la intervención de médico neurológico o psiquiátrico para que 

rinda dictamen sobre el estado del señor Leonardo de Jesús Duque Ortiz, 

para lo cual se designa al doctor Iván Osorio Sabogal, integrando el grupo 

interdisciplinario de dicha especialidad y a fines para que rinda un dictamen de 

valoración de apoyo en favor de la persona en presunta situación de 

discapacidad, el cual se debe atemperar a los requisitos establecidos en la ley 

1996 de 2019. 
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El perito designado se ubica en la Avenida Paso Ancho No. 57 - 60 – cuarto 

piso, consultorio 34, situado en esta ciudad; teléfono (2) 3314230 – 3314253 – 

Celular: 3155896391, al que se le comunicará su nombramiento mediante 

telegrama y si acepta el cargo se le dará posesión. 

 

CUARTO: REQUERIR a los interesados que participaron en el trámite de 

interdicción judicial del señor Leonardo de Jesús Duque Ortiz, a fin que 

manifiesten si la señora Lina Patricia Duque Cardona, debe ser designada como la 

persona de apoyo para el señor Duque Ortiz, conforme lo dispone la Ley 1996 de 

2019.  

 

QUINTO: NOTIFICAR al Ministerio Publico y Defensora de Familia adscritos al 

Despacho.  

 

SEXTO: COMUNICAR a los interesados vía correo electrónico que el proceso se 

encuentra adjudicado a esta oficina judicial.  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

La Juez, 

 

 

ANNE ALEXANDRA ARTEAGA TAPIA 

 

 

01 

 

 

Firmado Por: 

 

JUZGADO DECIMO DE FAMILIA DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO CALI 

 

En estado No. 61 hoy notifico a las partes el 

auto que antecede (art.295 del CGP). 
 

Santiago de Cali 14 DE ABRIL DE 2021 
La secretaria. - 
 

NALYIBE LIZETH RODRIGUEZ SUA 

      



 

 
 

JUZGADO DÉCIMO DE FAMILIA DE ORALIDAD DE CALI -VALLE DEL CAUCA 
 

R.U.N.  7600131100102021-00114-00.  INTERDICCION JUDICIAL 
 

 

 
Carrera 10 No. 12-15 Piso No. 8 Palacio de Justicia PEDRO ELIAS SERRANO ABADIA- Telefax (092) 898 6868 Ext.: 

2101 - 2103- Santiago de Cali, Valle del Cauca 
j10fccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Página 11 de 11 

 

 

ANNE ALEXANDRA ARTEAGA TAPIA  

JUEZ CIRCUITO 
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